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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

 

Bogotá D.C., diez (10) de agosto de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente:  11001-3334-003-2020–00118-00 

Demandante: CIA DE VIGILANCIA PRIVADA VER LTDA 

Demandado: MINISTERIO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS 

COMUNICACIONES                             

 

Nulidad y restablecimiento del derecho 

 

Asunto:   remite por competencia 

 

Revisada la demanda y sus anexos se procede a tomar la decisión que en 

derecho corresponda. 

 

ANTECEDENTES 

 

Mediante Acta Individual de Reparto del 03 de julio de 2020, 

correspondió a este Despacho Judicial el asunto de la referencia, a 

través del cual la Compañía de Vigilancia Privada Ver LTDA, por 

intermedio de apoderado, interpone demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, contra el Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, con el fin de que se declare la 

nulidad del Oficio TRD:134 del 13 de diciembre de 2019, mediante el cual 

se deciden las excepciones propuestas contra el Auto 758 del 26 de julio 

de 2019 que libró mandamiento de pago en contra de la demandante, 

y de las factura de cobro 02868 del 04 de diciembre de 2019 y 03085 del 

13 del mismo mes y año. Como restablecimiento del derecho, solicita: i) 

se declare que no adeuda suma alguna; ii) se ordene dar aviso a las 

centrales de riesgo sacando a la compañía de la lista de deudores 

morosos, y iii) sea nuevamente concedida la licencia de 

comunicación, siendo este el perjuicio causado, pues la misma fue 

terminada anticipadamente por la presunta acreencia. 

  

CONSIDERACIONES 

 

La Constitución Política en su artículo 116, inciso 3º, establece que la ley 

podrá establecer una prerrogativa excepcional a determinadas autoridades 
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administrativas para ejercer funciones jurisdiccionales en precisas materias1, 

y una de las formas de ejercer dicha prerrogativa es la potestad del Estado 

de efectuar el recaudo de sumas que se le adeuden.  

 

Lo anterior, permite concluir que el Estado en virtud de las facultades que 

tiene frente a los administrados, ejerce directamente la función coactiva o 

ejecutiva para cobrar aquellas sumas a su favor, a través de un proceso 

administrativo que se diferencia de aquellos iniciados entre particulares en 

los cuales debe acudirse a un juez para iniciar el correspondiente proceso 

ejecutivo2. 

 

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-600 de 2000, definió la expresión 

jurisdicción coactiva “como un privilegio exorbitante de la Administración, que 

consiste en la facultad de cobrar directamente, sin que medie intervención 

judicial, las deudas a su favor, adquiriendo la doble calidad de juez y parte, cuya 

justificación se encuentra en la prevalencia del interés general, en cuanto dichos 

recursos se necesitan con urgencia para cumplir eficazmente los fines estatales.”. 

 

Pues bien, el artículo 5 de la Ley 1066 de 2006 “Por la cual se dictan normas 

para la normalización de la cartera pública y se dictan otras disposiciones”, 

según el cual las entidades públicas que de manera permanente tengan a 

su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la 

prestación de servicios del Estado colombiano y que en virtud de estas 

tengan que recaudar rentas o caudales públicos, del nivel nacional, 

territorial, incluidos los órganos autónomos y entidades con régimen especial 

otorgado por la Constitución Política, tienen jurisdicción coactiva para hacer 

efectivas las obligaciones exigibles a su favor. 

 

A su turno, el procedimiento administrativo de cobro coactivo está regulado 

de manera general en el Título IV del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que en su artículo 98 

señala que las entidades públicas deberán recaudar las obligaciones 

creadas en su favor, que consten en documentos que presten mérito 

ejecutivo, para lo cual están revestidas de la prerrogativa de cobro 

coactivo, y en cuanto a las reglas de procedimiento el artículo 100 dispone, 

que salvo norma especial, el procedimiento administrativo de cobro 

coactivo, exceptuando aquellas que se traten de obligaciones de carácter 

tributario,  se regirá por lo dispuesto en ese título y en el Estatuto Tributario.  

 

Al respecto, el Estatuto Tributario atribuye en el artículo 825, la intervención 

de la jurisdicción contencioso administrativa en los siguientes casos: 

 

                                                 
1 “(…) Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinadas 
autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar la instrucción de sumarios ni 
juzgar delitos. (…)” 
2 Consejo de Estado, Presidencia, auto del 5 de febrero de 2019, Referencia: Conflicto negativo de 
competencias, Radicación: 63001-23-31-000-2009-00065-02. 
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“Dentro del proceso de cobro administrativo coactivo, solo serán 

demandables ante la Jurisdicción Contencioso – Administrativa las 

Resoluciones que fallan las excepciones y ordena llevar adelante la 

ejecución: la admisión de la demanda no suspende el proceso de 

cobro, pero el remate no se realizará hasta que exista 

pronunciamiento definitivo de dicha jurisdicción” (Negrillas fuera de 

texto). 

 

Así las cosas, es necesario traer a colación el Acuerdo No. PSAA06-3345 del 

13 de marzo de 2006, emitido por el Consejo Superior de la Judicatura, que 

señaló que los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, se 

distribuirían conforme a la estructura de secciones del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, dispuesta en el artículo 18 del Decreto 

Extraordinario No. 2288 de 1989 “por medio del cual se dictan algunas 

disposiciones en relación con la Jurisdicción Contencioso Administrativa”. El 

mencionado artículo 18, señala respecto a las competencias de las 

secciones primera y cuarta, lo siguiente: 

 
“Atribuciones de las secciones. Las secciones tendrán las siguientes 

funciones:  

Sección Primera. Le corresponde el conocimiento de los siguientes 

procesos y actuaciones: 

1. De nulidad y restablecimiento del derecho que no correspondan a 

las demás Secciones. 

2. Los electorales de competencia del Tribunal. 

3. Los promovidos por el Gobernador de Cundinamarca, los Alcaldes 

del mismo Departamento o el del Distrito Especial de Bogotá, en los 

casos contemplados en los artículos 249 del Decreto-ley 1222 de 1986 

y 101 del Decreto-ley 1333 de 1986. 

4. Las observaciones formuladas a los Acuerdos Municipales o 

Distritales y a los actos de los Alcaldes, por motivos de 

inconstitucionalidad o ilegalidad. 

5. Las objeciones a los proyectos de Ordenanza o de Acuerdo, en los 

casos previstos en la ley. 

6. Los conflictos de competencia administrativa asignados al Tribunal. 

7. La revisión de contratos, de conformidad con la ley. 

8. Los recursos de insistencia en los casos contemplados en la Ley 57 

de 1985. 

9. De los demás asuntos de competencia del Tribunal, cuyo 

conocimiento no esté atribuido a las otras Secciones. 

(…) 

 

Sección Cuarta. Le corresponde el conocimiento de los siguientes 

procesos: 

1. De nulidad y restablecimiento del derecho relativos a impuestos, 

tasas y contribuciones. 

2. De Jurisdicción Coactiva, en los casos previstos en la ley. 

(…).” (Negrilla fuera de texto) 
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Ahora bien, como se expuso previamente, en el presente caso la 

demandante pretende la nulidad de un acto administrativo proferido por 

el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en 

ejercicio de la función jurisdiccional de cobro coactivo, dentro del 

procedimiento administrativo respectivo (Oficio TRD:134 del 13 de diciembre 

de 2019, mediante el cual se deciden las excepciones propuestas contra el 

Auto 758 del 26 de julio de 2019, que libró mandamiento de pago), y en 

consecuencia, reclama el restablecimiento del derecho derivado del 

mismo. 

 

Por lo anterior, resulta claro para este Despacho que el presente asunto no 

es de competencia de la Sección Primera, sino de la Sección Cuarta por 

tratarse el debate suscitado de actos administrativos proferidos en una 

actuación de jurisdicción coactiva, por tanto, se declarará la falta de 

competencia para conocer del presente asunto y se ordenará remitir el 

proceso a los Juzgados Administrativos de Bogotá – Sección Cuarta.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Bogotá,  

 

RESUELVE 

 

1.- Declarar que este Juzgado carece de competencia para conocer del 

asunto por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

2.- Remitir el presente proceso, por intermedio de la oficina de apoyo, a los 

Juzgados Administrativos de Bogotá – Sección Cuarta, por ser de su 

competencia. 

 

3.- Por Secretaría déjense las constancias respectivas. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

   

ERICSON SUESCUN LEÓN 

JUEZ 
D.C.R.P. 

 

D.C.R.P. 
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